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SECCIÓN “A”, TEXTOS APROBADOS
1. Leyes

PRESIDENCIA DE LA ASAMBLEA
REGIONAL DE MURCIA

 Orden de publicación

Aprobada por el Pleno de la Cámara, en reunión celebrada el día 12 de mayo, la Ley
de reforma de la Ley 6/2015, de 24 de marzo, de la Vivienda de la Región de Murcia, y de
la Ley 4/1996, de 14 de junio, del Estatuto de los Consumidores y Usuarios de la Región
de Murcia, que ha sido corregida de estilo por la Comisión de Competencia Legislativa en
sesión celebrada el  día  25 de mayo,  se ordena por  la  presente su publicación en el
Boletín Oficial de la Asamblea Regional. 

Asimismo, el mismo órgano de la Cámara aprobó, en reunión celebrada el día de la
fecha, la Ley  por la que se modifica la Ley 7/2007, de 4 de abril, para la igualdad entre
mujeres y hombres, y de protección contra la violencia de género en la Región de Murcia.

Cartagena, 2 de junio de 2016 
LA PRESIDENTA,

Rosa Peñalver Pérez

LEY DE REFORMA DE LA LEY 6/2015, DE 24 DE MARZO, DE LA VIVIENDA DE LA
REGIÓN DE MURCIA, Y DE LA LEY 4/1996, DE 14 DE JUNIO, DEL ESTATUTO DE
LOS CONSUMIDORES Y USUARIOS DE LA REGIÓN DE MURCIA 

Preámbulo

I

La  Región  de  Murcia  es  una  de  las  comunidades  autónomas  más  afectadas  a
consecuencia de la crisis. Según la Encuesta de Condiciones de Vida y el informe del
2015 de la Red Española de Lucha contra la Pobreza (EAPN), los datos para la Región de
Murcia son alarmantes. El 44,9% de la población murciana, unas 658.601 personas, vive
en situación o riesgo de pobreza o exclusión, la cifra más alta de todas las comunidades
autónomas, solo superada por la Ciudad Autónoma de Ceuta. 

Estas cifras evidencian que un 8,5% de la  población vive en situación de pobreza
severa con ingresos inferiores a 332 euros mensuales, que el 53,5% no tiene capacidad
para afrontar gastos imprevistos, y que un 22% de los hogares se cataloga como hogares
con baja intensidad de empleo, lo que sitúa a Murcia 5,1 puntos por encima de la media
nacional.

En el ámbito de la vivienda, la Región de Murcia cuenta con uno de los peores datos en
sobreendeudamiento hipotecario de España. Según informa el Consejo General del Poder
Judicial  (CGPJ),  desde el año 2011 se cuentan por miles las ejecuciones hipotecarias
iniciadas en la Región de Murcia, alcanzando en el año 2014 uno de los niveles más altos
en  número  de  ejecuciones  hipotecarias  en  relación  al  resto  de  las  comunidades
autónomas. De los 4.353 procedimientos iniciados, 1.917 se corresponden a lanzamientos
efectivamente practicados por el Tribunal Superior de Justicia de Murcia, lo que supone
una evolución respecto al año anterior del 45,4%. Por su parte, y en base a los datos
aportados  por  el  CGPJ,  en  la  Región  de  Murcia  el  número  de  lanzamientos  con
cumplimiento  positivo  ascendió  a  973  para  el  2014,  lo  que  significa  una  evolución
respecto al año anterior de un 115,7%. 
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En  el  ámbito  del  alquiler,  el  número  de  lanzamientos  practicados  por  el  Tribunal
Superior  de  Justicia  de  la  Región  de  Murcia  como  consecuencia  de  procedimientos
derivados  de  la  Ley  de  arrendamientos  urbanos  es  igualmente  llamativo:  unas  861
familias se vieron afectadas en el año 2014.

Junto a estos datos de emergencia habitacional, nos encontramos con un panorama
igualmente  preocupante  en  lo  relativo  a  los  indicadores  de  la  pobreza  energética,
entendida  como  la  dificultad  para  afrontar  facturas  de  los  suministros  básicos  de
electricidad, gas y agua. El incremento del número de hogares que se encuentran en
situación  de  pobreza  energética  se  debe  a  tres  causas.  La  primera  de  ellas  hace
referencia a la devaluación de las condiciones de vida, y es que un informe de Eurostat
(2014) sitúa a España como el segundo país de la Unión Europea donde más crece el
índice de personas en riesgo de exclusión social (28,2%). La segunda se corresponde con
la eficiencia energética del parque de viviendas, que apenas ha variado en inmuebles de
construcción antigua donde, por lo general, se concentra la gran mayoría de hogares en
riesgo de pobreza y exclusión. Por último, el tercer factor determinante de la situación de
pobreza energética es el precio de los suministros.

En términos porcentuales, el incremento de la electricidad en los últimos seis años para
las viviendas españolas ha sido del 70%, el doble que en el resto de la Unión Europea,
siendo los pequeños consumidores los grandes perjudicados del encarecimiento eléctrico.
Además,  se  calcula que en los últimos años,  la  factura media de gas natural  de los
hogares españoles se ha incrementado un 35%.

En  definitiva,  con  estos  indicadores  la  Región  de  Murcia  se  sitúa  en  el  grupo  de
comunidades  autónomas  donde  las  condiciones  de  vida  asociadas  a  la  pobreza
energética se encuentran por encima de la media nacional;  el  19,5% de la  población
murciana no puede mantener  la  vivienda a temperatura adecuada.  Hay que tener  en
cuenta que la pobreza energética es una de las múltiples vías por las que la crisis, a
través del desempleo, está afectando al bienestar de los españoles; es en comunidades
con  una  alta  tasa  de  paro,  como  la  Región  de  Murcia,  donde  más  proliferan  estas
condiciones de vida. La situación es tan grave que se calcula que la pobreza energética
pudo causar más de 7.000 muertes prematuras sólo en 2012 en España, siete veces más
que los fallecimientos en accidentes de tráfico.

En cuanto al agua, los desahucios hídricos siguen avanzando. Según los cálculos de la
Asociación  de  Operadores  Públicos  de  Abastecimiento  y  Saneamiento  (Aeopas),  en
España se producen unos 300.000 cortes de agua al año por impago, lo cual podría tener
relación  con  la  subida  del  precio  del  suministro  a  consecuencia  de  la  creciente
privatización de la gestión del servicio en muchos ayuntamientos.

La situación de emergencia habitacional  y de pobreza energética contrasta con los
ingentes beneficios obtenidos por entidades financieras y empresas de suministros. Las
cinco entidades financieras más grandes del Estado español -Santander, BBVA, Caixa
Bank, Popular y Sabadell- cerraron 2013 con un beneficio de 7.674 millones; de 9.756
millones en 2014, y tan solo en el primer semestre de 2015, ya rondan los 8.000 millones
de euros de beneficio. Cabe recordar, sin embargo, que desde 2008 las administraciones
públicas han transferido cerca de 165.000 millones de euros a las entidades financieras.

El  informe sobre  “Emergencia habitacional  en el  Estado español”,  del  Observatorio
DESC y la Plataforma de Afectados por la Hipoteca, ponía de manifiesto que algunas de
las entidades que más desahucian son precisamente las que han concentrado la mayor
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parte de las ayudas públicas y han obtenido mayores beneficios.

Este diagnóstico puede extenderse también a las empresas de suministro energético.
Durante 2013, el oligopolio eléctrico que opera en España obtuvo beneficios superiores a
los 7.600 millones de euros, el doble que el de las eléctricas europeas.

II

El artículo 25 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos establece que
toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su
familia, la salud y el bienestar, y, en especial, la alimentación, el vestido, la vivienda, la
asistencia médica y los servicios sociales necesarios. Este derecho de toda persona a
disfrutar de un nivel de vida digno y adecuado se desarrolla, además, en el artículo 11 del
Pacto  Internacional  de  los  Derechos  Económicos,  Sociales  y  Culturales  (PIDESC),
suscrito por España, y que comprende el acceso a alimentación, vestido, vivienda y, en
definitiva, a la mejora continua de las condiciones de existencia.

Por su parte, la observación general número 4 del Comité de Derechos Económicos,
Sociales  y  Culturales  de  las  Naciones  Unidas,  debe  contener  el  acceso  a  recursos
naturales y comunes, a agua potable y energía para la cocina, calefacción y luz. A su vez,
el derecho al agua y al saneamiento son reconocidos por la observación general número
15,  mientras que la  número 7 incorpora como contenido del  derecho a la  vivienda la
protección  contra  los  desahucios  forzosos  y  la  obligación  de  los  poderes  públicos  a
garantizar  el  adecuado  realojamiento  de  las  personas  sin  recursos  afectadas  por  un
desahucio.

En  el  cumplimiento  de  estas  obligaciones,  los  poderes  públicos  deben  observar  y
realizar todos los esfuerzos necesarios, hasta el máximo de recursos disponibles, para
satisfacer estos derechos, otorgando prioridad a los colectivos más vulnerables, y que
deben asegurarlos no solamente ante la Administración, sino también ante los abusos que
puedan cometer los particulares.

En  lo  referente  al  ordenamiento  jurídico  estatal,  el  artículo  47  de  la  Constitución
española establece que “todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda
digna  y  adecuada”,  exhortando  a  los  poderes  públicos  a  promover  las  condiciones
necesarias  y  a  establecer  las  normas  pertinentes  para  hacer  efectivo  este  derecho,
regulando  la  utilización  del  suelo  de  acuerdo  con  el  interés  general  para  impedir  la
especulación. Es precisamente el  interés general el  que motiva el  artículo 128.1 de la
Constitución, que subordina al mismo toda la riqueza del país, en sus distintas formas y
sea  cual  fuere  su  titularidad.  Por  su  parte,  el  artículo  148.1.3ª  establece  que  las
comunidades autónomas tienen competencia exclusiva en materia de vivienda, que en
todo caso viene limitada por los títulos competenciales 149.1.11ª y 149.1.13ª.

El artículo 10.1.2 del Estatuto de Autonomía para la Región de Murcia le confiere a la
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia la competencia exclusiva en materia de
vivienda. Por su parte, el artículo 10.2 del EARM, después de su reforma de 1994, le
confiere a la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia la competencia de desarrollo y
ejecución  en  materia  de  consumo “de  acuerdo  con  las  bases  y  la  ordenación  de  la
actividad económica general y la política monetaria del Estado, las bases y coordinación
general de la sanidad, en los términos de lo dispuesto en los artículos 38, 131, y en los
números 11,  13 y 16 del  apartado 1 del  artículo 149 de la Constitución. Si  bien esta
competencia de consumo no es asumida como competencia exclusiva por el EARM, la
competencia de desarrollo y ejecución en materia de consumo permitiría un procedimiento
extrajudicial  para la resolución de las situaciones de sobreendeudamiento en tanto en
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cuanto no entraña nuevas obligaciones civiles o mercantiles y no consiste en un sistema
de arbitraje.

Estimamos  posible  que  una  ley  dictada  por  la  Asamblea  Regional  de  Murcia,  en
aplicación  de  la  competencia  exclusiva  en  materia  de  vivienda  y  de  la  competencia
exclusiva en materia de protección de consumidores y usuarios, que en ningún caso ha
de implicar la instauración de nuevas obligaciones civiles o mercantiles ni sistemas de
arbitraje,  pueda  regular  procedimientos  de  mediación  extrajudicial  de  resolución  de
conflictos de consumo en materia de crédito o préstamo hipotecario, y un procedimiento
extrajudicial para la resolución de situaciones de sobreendeudamiento que se entiende
como mero procedimiento de mediación.

III

En el presente texto se establece un sistema de aprovechamiento de la vivienda que
compagina, por un lado, el cumplimiento de la función social de la vivienda, previendo y
minimizando al máximo los procedimientos de ejecución hipotecaria y los desahucios; del
otro lado, porque lo hace cubriendo la potencial generación de riqueza que se desprende
de la propiedad de los bienes inmuebles, condicionando su uso en los casos en los que la
alternativa es, simplemente, el desaprovechamiento de la vivienda, el no uso.

La publicación de la Ley 6/2015, de 24 de marzo, de Vivienda de la Región de Murcia,
si bien supuso un avance significativo en nuestra Comunidad Autónoma, pues no existía
regulación específica alguna en materia de vivienda, no respondió a los efectos creados
por la prolongada crisis que vivimos, y por tanto, no contribuyó a aliviar la situación de
miles de familias en nuestra Región que, en riesgo de exclusión social  por razón del
desempleo  creciente,  han  perdido  su  vivienda  habitual  o  están  en  serio  peligro  de
perderla.

Con la presente reforma se pretende responder, dentro de las competencias exclusivas
que  tenemos  atribuidas  por  nuestro  Estatuto  de  Autonomía,  a  esta  situación  de
emergencia  social  atendiendo de forma global  el  grave fenómeno de los  desahucios,
introduciendo nuevos principios rectores así  como incorporando medidas de adhesión
voluntaria que establezcan obligaciones expresas a los llamados grandes tenedores de
vivienda, esto es,  las entidades financieras, las filiales inmobiliarias de estas entidades,
los fondos de inversión y las entidades de gestión de activos, incluidos los procedentes de
la reestructuración bancaria, de acuerdo con la legislación mercantil.

Estas  entidades,  poseedoras  en  este  momento  miles  de  viviendas  vacías  no
destinadas al fin social de la propiedad, deben seguir haciendo esfuerzo para tener en
cuenta en su proceder  en estos casos la  gravedad de las situaciones en las que se
encuentran estas  familias,  determinándose en el  presente texto  legal  las obligaciones
precisas para que previa a la adquisición de viviendas derivadas de operaciones como la
dación en pago de préstamos o créditos hipotecarios sobre vivienda habitual o antes de
interponer cualquier demanda judicial de ejecución hipotecaria o de desahucio por impago
de alquiler, los adquirentes grandes tenedores de viviendas que se hayan adherido a un
Convenio Regional, ofrezcan a los afectados una propuesta de alquiler social. Es preciso
recordar  los  datos  relativos  al  número  de  viviendas  vacías  en  la  Región  de  Murcia:
129.117  según  el  último  Censo  de  Población  y  Vivienda  del  Instituto  Nacional  de
Estadística (INE).

Incluimos en esta reforma un procedimiento extrajudicial para la resolución de estas
situaciones, pues la prevención desde la atención precisa e inmediata en estos casos
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puede  evitar  la  agravación  de los  casos en  los  que se  ve  comprometida  la  vivienda
habitual de personas o familias, para lo cual se dotará de mayor contenido al Servicio de
Orientación e Intermediación Hipotecaria creado por esta ley, dando participación a las
asociaciones y plataformas que defienden el derecho a la vivienda, consumidores y todos
aquellos actores interesados en la solución de estos problemas con la creación de las
comisiones de sobreendeudamiento.

Por  otra  parte,  las  disposiciones  de  ámbito  estatal  dictadas  al  amparo  del  título
competencial, entre otros, el artículo 149.1.13, que le atribuye la competencia exclusiva
en materia  de  bases y  coordinación general  de  la  actividad económica,  como la  Ley
1/2013,  de  14  de  mayo,  de  medidas  para  reforzar  la  protección  a  los  deudores
hipotecarios, reestructuración de deuda y alquiler social, modificada parcialmente por el
artículo  3 del  Real  Decreto-ley 1/2015,  de 27 de febrero,  de mecanismo de segunda
oportunidad, reducción de carga financiera y otras medidas de orden social, deben ser
tenidas en cuenta en la redacción y desarrollo de esta ley, si bien es cierto que en el
marco de las competencias autonómicas exclusivas se establece un amplio margen para
la presente regulación.

Finalmente,  se  modifican  con  esta  reforma algunos  preceptos  concretos  de  la  Ley
4/1996, reguladora del Estatuto de Consumidores y Usuarios de la Región de Murcia, en
el sentido de ampliar el ámbito de aplicación y el catálogo de sanciones, concretamente
en materia de vivienda.

Artículo Primero. Modificación de la Ley 6/2015, de 24 de marzo, de la Vivienda de la
Región de Murcia.

Los artículos de la Ley 6/2015, de la Vivienda de la Región de Murcia, se modifican en
los siguientes términos: 

Uno. Se añaden dos nuevos apartados 8º  y  9º  a  la  letra  a)  del  artículo  4,  con la
siguiente redacción: 

“8º. Proteger el derecho a la vivienda frente a los desahucios forzosos y garantizar el
adecuado realojamiento de las personas sin recursos afectadas por un desahucio.

9º.  Garantizar  que  el  conjunto  medidas  vinculadas  con  la  provisión  de  viviendas
destinadas a políticas sociales se configure como un servicio  de interés general  para
asegurar una vivienda digna y adecuada para todos los ciudadanos”.

Dos.  Se añaden los apartados 6º y 7º a la letra c)  del  artículo 4,  con la siguiente
redacción: 

“6º. Facilitar la aplicación de medidas contra el sobreendeudamiento relacionado con la
vivienda  habitual  por  medio  del  procedimiento  extrajudicial  para  la  resolución  de
situaciones de sobreendeudamiento derivada de una relación de consumo.

7º. Desarrollar y ejecutar medidas para paliar la pobreza energética”.

Tres. Se añade un apartado 3 al artículo 5, con la siguiente redacción: 

“3. La Comunidad Autónoma de la Región de Murcia es competente para el desarrollo y
ejecución de una política en materia de consumo que incluya, entre otras, la creación y
aplicación  de  un  procedimiento  extrajudicial  para  la  resolución  de  las  situaciones  de
sobreendeudamiento  en  tanto  en  cuanto  no  genera  nuevas  obligaciones  civiles  o
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mercantiles, ni consisten en un sistema de arbitraje”.

Cuatro. Se modifica la denominación del título V que pasa a llamarse “De la política de
protección pública de la vivienda y de medidas urgentes para afrontar la emergencia en el
ámbito de la vivienda y la pobreza energética”.

Cinco. Se crea la sección primera del título V denominada “De la política de protección
pública de vivienda”, que engloba de los artículo 52 a 59, ambos incluidos.
 

Seis.  Se modifica el  artículo  52 que pasa a denominarse “Protección social  de los
deudores hipotecarios”, que quedará redactado de la siguiente manera:

“Artículo 52. Protección social de los deudores hipotecarios.

Las  personas  físicas  en  situación  objetiva  de  insolvencia  sobrevenida  o  riesgo  de
insolvencia por dificultades económicas imprevisibles, o aun previstas inevitables, que les
impidan afrontar las obligaciones de pago contraídas y que como consecuencia tengan
como uno de sus posibles efectos el riesgo de pérdida de la vivienda habitual gravada con
garantía hipotecaria, podrán acudir a las oficinas que los ayuntamientos habiliten para la
orientación y el asesoramiento y al Servicio de Orientación y Mediación Hipotecaria y de
la Vivienda de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia sobre todas aquellas
cuestiones relativas a las medidas reguladas en la presente ley contra el endeudamiento
relacionado con la vivienda habitual y la pobreza energética”.

Siete. Se modifica el artículo 53 que quedará redactado de la siguiente manera:

“Artículo 53. Colaboración entre administraciones públicas.

La Administración de la  Comunidad Autónoma de la  Región de Murcia  establecerá
cauces de cooperación y colaboración con otras administraciones públicas mediante la
celebración  de  convenios  en  los  que  se  establecerán  el  contenido,  alcance,
procedimientos  y  características  de  la  mutua  colaboración  para  la  programación,
planificación, impulso, ejecución, seguimiento y control  de la política de vivienda en la
Región de Murcia, especialmente en lo relativo a la aplicación efectiva de las medidas
urgentes para afrontar la emergencia en el ámbito de la vivienda y la pobreza energética”.

Ocho. Se modifica el artículo 55 que pasa a denominarse “Coordinación y colaboración
específica en supuestos de ejecución hipotecaria y pobreza energética”, y que quedará
redactado de la siguiente manera:

“Artículo  55.  Coordinación  y  colaboración  específica  en  supuestos  de  ejecución
hipotecaria y pobreza energética.

El Servicio de Orientación y Mediación Hipotecaria y de la Vivienda de la Comunidad
Autónoma coordinará su actuación con las oficinas de los ayuntamientos que cumplen
esta misma función y con el Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma de
la Región de Murcia, para convenir cuantas actuaciones puedan redundar en beneficio del
ejecutado  hipotecario,  y  con  todas  aquellas  entidades,  organismos  y  organizaciones
públicas o privadas que tengan como objetivo común prevenir, atender y paliar la pérdida
de la vivienda habitual y la pobreza energética en los supuestos que se contemplan en la
normativa vigente”.

Nueve  Se crea la sección segunda del título V denominada “Medidas urgentes para
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afrontar la emergencia en el ámbito de la vivienda y la pobreza energética”.
Diez. Se añade un nuevo artículo, 59 bis, que queda redactado de la siguiente manera:

“Artículo  59  bis.  Medidas  contra  el  sobreendeudamiento  relacionado  con  la  vivienda
habitual.

1.  Las  medidas  reguladas  en  la  presente  sección  tienen  por  objeto  establecer
mecanismos destinados a resolver las situaciones de sobreendeudamiento de personas
físicas y de familias, por causas sobrevenidas, especialmente en lo relativo a las deudas
derivadas de la vivienda habitual, mediante un procedimiento de mediación extrajudicial
que asumirá la consejería competente en materia de vivienda por medio de su Servicio de
Orientación  y  Mediación  Hipotecaria  y  de  la  Vivienda,  que  será  desarrollado
reglamentariamente. La regulación se basa en el derecho a la protección de los legítimos
intereses económicos y sociales de los consumidores y usuarios establecido en el artículo
3.2 de  la  Ley 4/1996,  del  Estatuto de los Consumidores y Usuarios de la  Región de
Murcia, y de conformidad a lo que se establece en la presente ley y las disposiciones que
la desarrollen.

2. A efectos de lo dispuesto por la presente ley, tienen la condición de consumidores las
personas físicas que cumplen las condiciones determinadas por el artículo 2.2 de la Ley
4/1996, del Estatuto de los Consumidores y Usuarios de la Región de Murcia.

3. Los consumidores que se encuentren o puedan encontrarse en una situación de
insolvencia derivada del pago de la vivienda podrán iniciar el procedimiento de mediación
extrajudicial previsto en la presente ley y en su posterior desarrollo reglamentario, que
será de aplicación a todas las personas físicas residentes en la Región de Murcia”.

Once. Se añade un nuevo artículo 59 ter, que queda redactado de la siguiente manera:

“Artículo 59 ter. Procedimiento de mediación extrajudicial para la resolución de situaciones
de sobreendeudamiento.

1.  Los  consumidores  que  se  encuentren  en  una  situación  de  sobreendeudamiento
derivada de una relación de consumo en relación con su vivienda habitual,  así  como
cualquiera de sus acreedores, podrán solicitar el inicio del procedimiento de mediación
establecido en el artículo 59.bis de la presente ley para la resolución de dicha situación de
sobreendeudamiento,  salvo  que  se  encuentren  inmersos  en  un  procedimiento  judicial
concursal.

2.  Los  procedimientos  de  mediación  para  la  resolución  de  situaciones  de
sobreendeudamiento  serán  gestionados  por  comisiones  de  sobreendeudamiento,  que
actuarán con sujeción al procedimiento administrativo, con amplias facultades de decisión,
incluida la capacidad de establecer un plan de pagos o un plan de reestructuración de la
deuda. Las resoluciones de las comisiones de sobreendeudamiento serán creadas y se
regirán por el  correspondiente desarrollo  reglamentario  de la presente ley y  quedarán
sujetas a la revisión del juez competente.

3. Si durante la tramitación del procedimiento de mediación para la resolución de una
situación de sobreendeudamiento se inicia un procedimiento judicial concursal, el deudor
debe comunicarlo a la comisión de sobreendeudamiento, que procederá al archivo del
procedimiento de mediación.

4.  El  procedimiento  al  que  se  refiere  el  presente  artículo  es  un  procedimiento  de
mediación en los términos en que se establecerá en el reglamento de desarrollo de la
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presente ley”.

Doce. Se añade un nuevo artículo  59  quáter que queda redactado de la siguiente
manera:

“Artículo 59 quáter. Medidas para evitar los desahucios que puedan producir una situación
de falta de vivienda.

1. Antes  de  adquirir  una  vivienda  resultante  de  la  consecución  de  acuerdos  de
compensación o dación en pago de préstamos o créditos hipotecarios sobre la vivienda
habitual, o antes de la firma de la compraventa de una vivienda que tenga como causa de
la venta la imposibilidad por parte del prestatario de devolver el préstamo hipotecario, el
adquiriente  gran  tenedor  de  viviendas adherido  al  convenio  regional  con  grandes
tenedores de vivienda deberá ofrecer a los afectados una propuesta de alquiler social si la
adquisición o la compraventa afecta a personas o unidades familiares que no tengan una
alternativa propia de vivienda y que estén dentro de los parámetros de riesgo de exclusión
residencial  definidos por la presente ley. El deber de comprobar dichas circunstancias
recae sobre el adquiriente, que debe requerir previamente la información a los afectados.

2.  Antes  de  interponer  cualquier  demanda  judicial  de  ejecución  hipotecaria  o  de
desahucio por impago de alquiler, el demandante gran tenedor de viviendas adherido al
convenio regional con grandes tenedores de vivienda deberá ofrecer a los afectados una
propuesta de alquiler social si el procedimiento afecta a personas o unidades familiares
que no tengan una alternativa propia de vivienda y que estén dentro de los parámetros de
riesgo de exclusión residencial definidos por la presente ley, lo cual debe comprobar el
propio demandante requiriendo previamente la información a los afectados.

3. Una vez verificada la situación de riesgo de exclusión residencial, de acuerdo con lo
establecido por los apartados 1 y 2, y una vez formulada la oferta de alquiler social en los
términos del  apartado 7,  si  los afectados la  rechazan el  demandante puede iniciar  el
procedimiento judicial.

4.  La  realización  de la  oferta  obligatoria  de  alquiler  social  a  la  que se  refieren los
apartados 1 y 2 debe comunicarse, en el plazo de tres días hábiles desde la realización
de la oferta, al ayuntamiento del municipio en el que se encuentra ubicada la vivienda.

5.  Las personas y unidades familiares en situación de riesgo de exclusión residencial
que no puedan afrontar  el  pago del  alquiler  de la  vivienda habitual  tienen derecho a
disfrutar de ayudas que eviten el lanzamiento.

6.  Las administraciones públicas  deben garantizar, en  cualquier  caso,  el  adecuado
realojamiento de las personas y unidades familiares en situación de riesgo de exclusión
residencial que estén en proceso de ser desahuciadas de su vivienda habitual para poder
hacer  efectivo  el  desahucio.  Dichas  garantías  se  aplicarán  en  función  de  las
disponibilidades presupuestarias, con priorización, en cualquier caso, de las unidades de
convivencia de tres o más miembros, en primer término; de las de dos miembros, en
segundo término, y de las integradas por un solo miembro, en último término.

7. A efectos de lo establecido por los apartados 1 y 2, para que la propuesta pueda ser
considerada de alquiler social debe cumplir los siguientes requisitos:

a) Debe fijar rentas que garanticen que el esfuerzo por el pago del alquiler no supere
el 10% de los ingresos ponderados de la unidad familiar (si están por debajo del 89% del
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Indicador  Público  de  Renta  de  Efectos  Múltiples  (IPREM),  o  el  12% de  los  ingresos
ponderados de la unidad familiar si están entre el 89% y el 94% del IPREM, o el 18% de
los ingresos ponderados de la unidad familiar si estos son iguales o superiores al 95% del
IPREM.

b)  Debe  ofrecer  preferentemente  la  vivienda  afectada  por  el  procedimiento  o,
alternativamente, una vivienda ubicada dentro del mismo término municipal, salvo que se
disponga  de  un  informe  de  los  servicios  sociales  municipales  acreditativo  de  que  el
traslado a otro término municipal no afectará negativamente a la situación de riesgo de
exclusión residencial de la unidad familiar.

c) Debe ser para un período de, como mínimo, tres años.

8. Las personas o unidades familiares que se acojan a un alquiler social deben solicitar
su inscripción en el Registro de solicitantes de vivienda. La denegación de la inscripción
en  el  Registro  por  parte  de  la  Administración  o  el  hecho  de  causar  baja  por  haber
rechazado  propuestas  formuladas  por  la  Administración  exime  al  propietario  de  la
obligación de mantener el contrato.

9. A efectos de la presente ley, se entiende que las personas y unidades familiares se
encuentran en situación de riesgo de exclusión residencial siempre que perciban unos
ingresos inferiores a 2 veces el IPREM, si se trata de personas que viven solas, o unos
ingresos inferiores a 2,5 veces el IPREM, si se trata de unidades de convivencia, o unos
ingresos inferiores a 3 veces el IPREM, en caso de personas con discapacidades o con
gran dependencia. En caso de que los ingresos sean superiores a 1,5 veces el IPREM, la
solicitud debe ir acompañada de un informe de servicios sociales que acredite el riesgo de
exclusión residencial.

10.  Excepcionalmente,  las  medidas  vinculadas  con  la  definición  que  establece  el
apartado 9 pueden beneficiar a personas y unidades familiares que superen los límites de
ingresos  fijados  en  él,  siempre  que  dispongan  de  un  informe  de  servicios  sociales
acreditativo de que están sometidas a un inminente riesgo de pérdida de la vivienda y no
disponen de alternativa de vivienda propia.

11. Para los supuestos de pobreza energética, las medidas de protección reguladas por
la presente ley se aplican también a los hogares en que, pese a que la unidad familiar no
cumpla los requisitos establecidos por el apartado 9, resida alguna persona afectada por
dependencia energética, como en el caso de las personas que para sobrevivir necesitan
máquinas asistidas.

12. A efectos de lo establecido en los apartados 1 y 2 del presente artículo, son sujetos
obligados a su cumplimiento los grandes tenedores de viviendas, adheridos al convenio
regional  con  grandes  tenedores  de  vivienda,  entendiendo  por  tales  las  entidades
financieras,  las  filiales  inmobiliarias  de  estas  entidades,  los  fondos de inversión  y  las
entidades de gestión de activos, incluidos los procedentes de la reestructuración bancaria,
de  acuerdo  con  la  legislación  mercantil  y  ubicadas  en  el  territorio  de  la  Comunidad
Autónoma de la Región de Murcia.

El convenio regional con grandes tenedores de vivienda tendrá el contenido que se
determine por el desarrollo reglamentario de esta ley y será promovido por el Gobierno
Regional  entre  todas  las  entidades  financieras,  las  filiales  inmobiliarias  de  estas
entidades, los fondos de inversión y las entidades de gestión de activos, incluidos los
procedentes de la reestructuración bancaria, de acuerdo con la legislación mercantil  y
ubicadas en el territorio de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.
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Trece. Se  crea  nuevo  artículo  59  quinquies que  queda  redactado  de  la  siguiente
manera:

“Artículo 59 quinquies. Medidas para evitar la pobreza energética.

1.  Las  administraciones  públicas  deben  garantizar  el  derecho  de  acceso  a  los
suministros básicos de agua potable, de gas y de electricidad a las personas y unidades
familiares en situación de riesgo de exclusión residencial, de acuerdo con el artículo 59
quáter 9, 10 y 11, mientras dure dicha situación. En el caso del gas, el derecho de acceso
únicamente se garantiza si el edificio afectado dispone de este tipo de suministro. 

2. Como principio de precaución, la consejería del Gobierno regional con competencia
en materia de vivienda elaborará un protocolo obligado de comunicación a los servicios
sociales y de intervención de estos servicios previamente a la concesión de las ayudas
necesarias para  evitar  los cortes  de suministro,  en  los  casos de impago por  falta  de
recursos  económicos  de  las  familias  afectadas  que  se  deberá  remitir  a  los  distintos
municipios  de  la  Región  de  Murcia  por  su  uso  y  que  deberá  ser  cumplido  por  las
empresas suministradoras firmantes de los convenios con las administraciones públicas a
los que se refiere el apartado 3 de este artículo.

3.  Las  administraciones  promoverán  los  acuerdos  o  convenios  necesarios  con  las
compañías de suministro de agua potable, de gas y de electricidad para garantizar que
concedan ayudas a fondo perdido a las personas y unidades familiares en situación de
riesgo de exclusión residencial o les apliquen descuentos muy notables en el coste de los
consumos mínimos. El contenido de los indicados convenios deberá tener un contenido
mínimo obligatorio que se determinará mediante el desarrollo reglamentario previsto en el
texto de esta ley.

4. Para que se aplique el principio de precaución establecido por el apartado 2, cuando
la  empresa  suministradora  que  por  convenio  haya  asumido  tal  obligación  tenga  que
realizar  un  corte  de  suministro  debe  solicitar  previamente  un  informe  a  los  servicios
sociales municipales para determinar si la persona o la unidad familiar se encuentra en
una de las situaciones de riesgo de exclusión residencial determinadas por el artículo 59
quáter 9, 10 y 11. En el supuesto de que se cumplan estos requisitos deben garantizarse
los suministros básicos de acuerdo con lo establecido por el apartado 1 y deben aplicarse
las ayudas necesarias establecidas por el apartado 3 para no generar deuda alguna a la
persona o la unidad familiar. 

5.  La  empresa suministradora  que por  convenio  haya asumido tal  obligación  debe
informar, en cualquier aviso o comunicación que haga referencia a la falta de pago del
servicio, de los derechos relativos a la pobreza energética establecidos por la presente
ley, de acuerdo con lo establecido por el artículo 8.g) de la Ley 4/1996, de 14 de junio, del
Estatuto de los Consumidores y Usuarios de la Región de Murcia”.

Catorce. Se  crea  nuevo  artículo  59  sexies,  que  queda  redactado  de  la  siguiente
manera:

“Artículo  59  sexies.  Umbral  máximo  de  gastos  destinados  a  vivienda  habitual  y  a
suministros básicos 

1.  La  Administración  Pública  Regional  en  el  ámbito  de  sus  competencias  deberá
garantizar que en los supuestos de vulnerabilidad a los que se refieren los artículos 59
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quáter y quinquies los gastos en vivienda y en suministros básicos no conlleven más de
un 30% de los ingresos disponibles de la  unidad familiar, siempre que los gastos de
alquiler y de suministros sean inferiores a los topes máximos establecidos por reglamento
en función de la zona geográfica de residencia de las personas o unidades familiares
beneficiarias.

2. Las garantías que se recogen en el apartado anterior se aplicarán en función de las
disponibilidades presupuestarias, con priorización, en cualquier caso, de las unidades de
convivencia de tres o más miembros, en primer término; de las de dos miembros, en
segundo término, y de las integradas por un solo miembro, en último término”.

Quince. Se añade un nuevo artículo 59 septies, que queda redactado de la siguiente
manera:

“Artículo 59 septies. Plazos. 

1. La solicitud de un informe a los servicios sociales para determinar si una unidad
familiar se encuentra en una de las situaciones de riesgo de exclusión residencial a las
que se refiere el artículo 59 quáter 9, 10 y 11 obliga a la Administración a emitir el informe
en un plazo de quince días. Si transcurre dicho plazo y no se ha emitido el informe, se
entiende que la  unidad familiar  se encuentra efectivamente en situación de riesgo de
exclusión residencial. 

2. La Administración, a efectos de lo establecido por el artículo 59 quáter 5, dispone de
un plazo de tres meses para resolver la solicitud de la concesión de ayudas. Si una vez
transcurrido este plazo no se ha dictado resolución expresa, se entiende que la solicitud
ha sido desestimada por silencio negativo. 

3. La Administración, a efectos de lo establecido por el artículo 59 quáter 6, dispone de
un plazo de tres meses para resolver la solicitud de realojamiento adecuado. Si una vez
transcurrido este plazo no se ha dictado resolución expresa, se entiende que la solicitud
ha sido estimada por silencio positivo. 

4. La solicitud de un informe a los servicios sociales para determinar si una unidad
familiar  se  encuentra  en  una  de  las  situaciones  de  riesgo  de  exclusión  residencial
determinadas por el artículo 59 quinquies 4 obliga a la Administración a emitir el informe
en un plazo de quince días. Si transcurre dicho plazo y no se ha emitido el informe, se
entiende que la  unidad familiar  se encuentra efectivamente en situación de riesgo de
exclusión residencial”.

Dieciséis. Se modifica el artículo 62 y queda redactado de la siguiente manera:

“Artículo 62. Regulación y carácter. 

El Servicio de Orientación y Mediación Hipotecaria y de la Vivienda de la Comunidad
Autónoma  de  la  Región  de  Murcia  se  configura  como  una  estructura  administrativa
dependiente del órgano directivo con competencias en materia de vivienda, encaminada a
facilitar un servicio integral de apoyo a las familias en riesgo de desahucio.

En dicho servicio se integra la Comisión de sobreendeudamiento a la que se refiere el
artículo 59 ter 2, para el cumplimiento de las funciones que se recogen en el siguiente
artículo”.

Diecisiete. Se añade un apartado 4 al artículo 64, con la siguiente redacción:
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“4.  En  el  ejercicio  de  las  competencias sancionadoras,  las  relaciones
interadministrativas  deben  responder,  en  términos  generales,  al  principio  de
subsidiariedad. En el caso de que los municipios no dispongan de los medios materiales y
humanos  necesarios  para  llevar  a  cabo  dichas  competencias,  el  departamento
competente  de  la  Comunidad  Autónoma  de  la  Región  de  Murcia  puede  asumir  su
ejercicio.  La  Comunidad  Autónoma  de  la  Región  de  Murcia  debe  facilitar  a  los
ayuntamientos, en el  plazo de siete días hábiles a contar desde el día en que le sea
requerida, la información que necesiten para ejecutar estas medidas”. 

Artículo  Segundo.  Modificación de la  Ley 4/1996,  de 14 de junio,  por  la  que se
aprueba el Estatuto de los Consumidores y Usuarios de la Región de Murcia.

Uno. Se añaden dos apartados, 7 y 8, al artículo 2, con la siguiente redacción:

“7)  Resolución  extrajudicial  de  conflictos:  cualquier  procedimiento  alternativo  al
jurisdiccional  que permita  poner  fin  a  las  controversias  surgidas en el  marco  de  una
relación de consumo.

8) Pobreza energética: incapacidad de un hogar para satisfacer el mínimo de servicios
energéticos y, de esta forma, garantizar las necesidades básicas teniendo en cuenta los
factores personales,  geográficos y materiales que concurren.  Estos parámetros deben
definirse por reglamento”.

Dos. Se añade un artículo, el 19 bis, con la siguiente redacción:

“Artículo  19  bis.  En  situaciones  de  sobreendeudamiento  derivado  de  relaciones  de
consumo, se establece un procedimiento de mediación al que se someterán las entidades
adheridas al convenio que al efecto será redactado según lo establecido en el desarrollo
reglamentario de esta ley y se sustanciará ante las comisiones de sobreendeudamiento
reguladas por  su legislación específica.  Si  las comisiones de sobreendeudamiento no
alcanzan  un  acuerdo  entre  el  consumidor  y  los  acreedores,  queda  abierta  la
correspondiente  vía  judicial  para  hacer  efectivo  lo  dispuesto  por  este  código  y  la
legislación complementaria.”

Tres. Se añaden dos letras,  h)  e i),  al  apartado 2 del  artículo  34,  con la siguiente
redacción:

“h) No formular la propuesta obligatoria de alquiler social en los supuestos en que el
artículo 59 quáter de la Ley de medidas urgentes para afrontar la emergencia en el ámbito
de la vivienda y la pobreza energética lo requiera.

i)  Incumplir  en  la  formulación  de  la  propuesta  obligatoria  de  alquiler  social  los
requisitos establecidos por la definición del alquiler social del artículo 59 quáter 7 de la
Ley de medidas urgentes para afrontar la emergencia en el ámbito de la vivienda y la
pobreza energética”.

Disposición transitoria única. Obligación de ofrecer un alquiler social. 

1. En todos los procedimientos de ejecución hipotecaria o de desahucio por impago de
alquiler que estén en trámite de sustanciación o de ejecución en el momento de entrada
en vigor de la presente ley, y que tengan por objeto viviendas propiedad de las personas
jurídicas adheridas al convenio regional con grandes tenedores de viviendas a las que se
refieren los números 1 y 2 del artículo 59 quáter 2 de la Ley 6/2015, de Vivienda de la
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Región de Murcia, el demandante o ejecutante tiene la obligación de ofrecer, antes de
adquirir el dominio de la vivienda, un alquiler social en los términos establecidos por el
artículo 59 quáter.

2. En los casos de procedimientos de ejecución hipotecaria o desahucio por impago de
alquiler que estén en trámite de sustanciación o de ejecución en el momento de entrada
en vigor de la presente ley y que no estén incluidos en el supuesto al que se refiere el
apartado 1, son de aplicación las medidas establecidas por el artículo 59 quáter 6.

Disposición final primera. Plazo para los mecanismos de garantía del realojamiento
adecuado.

La Comunidad Autónoma de la Región de Murcia debe proponer a la Administración
local, en un plazo de tres meses a contar desde la entrada en vigor de la presente ley, los
mecanismos para garantizar el realojamiento adecuado regulado por el artículo 59 quáter
6 de la Ley 6/2015, de Vivienda de la Región de Murcia. 

Disposición  final  segunda.  Fijación  de  coeficientes  de  ponderación de  ingresos
familiares.

El Gobierno elaborará y aprobará, en el plazo de tres meses a contar desde la entrada
en vigor de la presente ley, los documentos en el que se contengan los coeficientes que
ponderen los ingresos familiares para la determinación de las situaciones de riesgo de
exclusión residencial. Dicho coeficientes se actualizarán anualmente. 

Disposición final tercera. Desarrollo reglamentario.

El Gobierno, en el plazo de tres meses desde la publicación en el Boletín Oficial de la
Región de Murcia de esta Ley, desarrollará mediante el correspondiente reglamento las
previsiones incluidas en la presente respecto de los procedimientos de mediación en ella
previstos, los contenidos mínimos obligatorios de los convenios entre administraciones
públicas y empresas suministradoras de agua, electricidad y gas, el convenio regional de
adhesión con los grandes tenedores de vivienda, así como respecto de la creación y
funcionamiento de las comisiones de sobreendeudamiento a las que se refiere el nuevo
artículo 59 ter de la Ley 6/2015, de Vivienda de la Región de Murcia, las cuales deberán
estar integradas en el servicio de Orientación y Mediación Hipotecaria regulado en los
artículos  62  y  63  del  mismo  texto  legal  y  en  las  que  en  cualquier  caso  habrá
representación de la Plataforma de Afectados por la Hipoteca, empresas suministradoras
de  servicios  básicos,  organizaciones  de  consumidores,  y  otros  agentes  sociales
interesados  en  la  lucha  contra  la  pobreza  energética,  junto  al  resto  de  entidades
relacionadas con el sector de la vivienda.

Disposición final cuarta. Entrada en vigor 

La presente ley entrará en vigor a los tres meses de su publicación en el Boletín Oficial
de la Región de Murcia.
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LEY  POR  LA  QUE  SE  MODIFICA  LA  LEY  7/2007,  DE  4  DE  ABRIL,  PARA  LA
IGUALDAD  ENTRE  MUJERES  Y  HOMBRES,  Y  DE  PROTECCIÓN  CONTRA  LA
VIOLENCIA DE GÉNERO EN LA REGIÓN DE MURCIA 

Preámbulo

La violencia contra las mujeres basada en la discriminación por el hecho de ser mujer
constituye una violación de los derechos humanos. El Convenio del Consejo de Europa
sobre la prevención y lucha contra la violencia contra las mujeres y la violencia doméstica,
hecho en Estambul el 11 de mayo de 2011 (en adelante Convenio de Estambul), reconoce
que la violencia contra las mujeres es una manifestación del desequilibrio histórico entre
las mujeres y el  hombre que ha llevado a la dominación y a la discriminación de las
mujeres por el hombre, privando así a las mujeres de su plena emancipación. Así mismo
el  citado  Convenio  reconoce  que  la  violencia  contra  las  mujeres  es  uno  de  los
mecanismos sociales cruciales por los que se mantiene a las mujeres en una posición de
subordinación respecto de los hombres. Igualmente se hace un especial y preocupante
reconocimiento, respecto de las mujeres y niñas expuestas a formas graves de violencia
tales como el acoso sexual, la violación, el matrimonio forzoso, los crímenes cometidos
supuestamente en nombre del “honor” o las mutilaciones genitales (…).

El artículo 7.3 del Convenio de Estambul insta a los Estados parte a poner en práctica
políticas globales y coordinadas con los organismos públicos, para el sistema judicial, las
fuerzas  del  orden,  los  parlamentos  y  los  poderes  locales/regionales/  nacionales;  las
organizaciones no gubernamentales (...)  para prevenir y combatir  todas las formas de
violencia incluidas en el ámbito de aplicación del Convenio, España ratificó el pasado 18
de marzo de 2014 (BOE de 6 de junio) el  Convenio del  Consejo de Europa sobre la
prevención y lucha contra la violencia contra las mujeres y la violencia doméstica, hecho
en Estambul el 11 de mayo de 2011, obligándose a llevar a cabo las modificaciones que
sean  necesarias  en  su  ordenamiento  jurídico  interno  a  los  efectos  de  aplicación  del
Convenio en su totalidad.

Asimismo,  el  Comité  para  la  Eliminación  de  la  Discriminación  contra  las  mujeres
(CEDAW) en su recomendación general número 19 recomienda a los estados parte a que
adopten todas las medidas jurídicas y de otra índole que sean necearías para prestar
protección eficaz a las mujeres contra todas las violencias dirigidas contra ellas.

En junio de  2015,  la  Organización de las  Naciones Unidas,  mediante el  Grupo de
Trabajo sobre la cuestión de la discriminación contra las mujeres en la legislación y en la
práctica, calificó negativamente a España, señalando su preocupación por los retrocesos
producidos,  exhortando  al  Estado  español  a  cumplir  los  compromisos  internacionales
adquiridos  en  igualdad  de  género  y  recomendando,  en  particular,  la  modificación  del
objeto de sus diferentes leyes en materia de violencia contra las mujeres a fin de incluir
todas las formas de violencia contra las mujeres, tal  y como mandata el  Convenio de
Estambul.

Siendo así,  y a  fin de promover la igualdad efectiva entre hombres y mujeres, su
bienestar  e  integridad,  así  como  el  cumplimiento  de  los  acuerdos  internacionales
asumidos por España,  se modifica la Ley 7/2007, de 4 de abril, para la igualdad entre
mujeres y hombres, y de protección contra la violencia de género en la Región de Murcia.

ARTÍCULO ÚNICO. Modificación de la Ley 7/2007, de 4 de abril,  para la igualdad
entre mujeres y hombres, y de protección contra la violencia de género en la Región
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de Murcia.

Se modifica la Ley 7/2007, de 4 de abril, para la igualdad entre mujeres y hombres, y
de protección contra la violencia de género en la Región de Murcia, en los siguientes
términos:

Uno: El artículo 2 queda redactado de la siguiente forma:

“Artículo 2: Ámbito de aplicación:

1. La presente ley será de aplicación en todo el  ámbito territorial  de la Comunidad
Autónoma de la Región de Murcia.

2. Quedarán incluidas en el ámbito de aplicación de esta ley todas las manifestaciones
de violencia ejercidas sobre las mujeres por el hecho de serlo que impliquen o puedan
implicar para las mujeres daños o sufrimientos de naturaleza física, sexual, psicológica o
económica, incluido las amenazas de realizar dichos actos, coacción o privación arbitraría
de libertad, en la vida pública o privada.

Quedan también incluidas en el ámbito de aplicación de esta ley, las conductas que
tengan por objeto mantener a las mujeres en la sumisión, ya sea forzando su voluntad y
su consentimiento o impidiendo el ejercicio de su legítima libertad de decisión en cualquier
ámbito de su vida personal.

2.1. Las referencias a las mujeres incluidas en la presente ley se entiende que incluyen
también a las niñas y adolescentes, salvo que se indique de otro modo. Asimismo, se
considera incluida la violencia ejercida sobre los menores y las personas dependientes de
una mujer cuando se agreda a los mismos con ánimo de causar perjuicio a aquélla.

2.2. Se incluye dentro del ámbito de aplicación de la presente ley los y las menores
expuestos a todas las formas de violencia incluidas en el artículo siguiente”.

Dos. El artículo 22 queda redactado de la siguiente forma:

“Artículo 22. Acoso por razón de sexo o acoso sexual en el trabajo.

  1. A los efectos de esta ley, se considera acoso por razón de sexo en el trabajo cualquier
comportamiento verbal, psicológico o físico no deseado, dirigido contra una persona por
razón de su sexo,  con ocasión del  acceso al  trabajo remunerado,  la promoción en el
puesto de trabajo, el  empleo o la formación, que tenga como propósito o produzca el
efecto de atentar contra su dignidad o de crear un entorno intimidatorio hostil, humillante u
ofensivo.

  2. Cuando el comportamiento descrito en el párrafo anterior tenga carácter sexual, el
acoso por razón de sexo se considerará acoso sexual.

3.  El  acoso  por  razón  de  sexo  o  acoso  sexual  tendrá  la  consideración  de  falta
disciplinaria hasta muy grave para el  personal funcionario de la administración pública
regional de acuerdo con lo establecido en el capítulo XIII del Decreto Legislativo 1/2001,
por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Función Pública de la Región de
Murcia.

4. Las administraciones públicas de la Región de Murcia actuarán de oficio ante casos
de acoso por razón de sexo o acoso sexual en el trabajo e impulsarán medidas dirigidas a
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su personal para prevenir y erradicar el acoso, dentro de sus competencias.

5. En el ámbito de sus competencias, las administraciones han de garantizar a las
víctimas de acoso sexista o sexual el derecho a una asistencia integral y especializada.

6. Todo empleado público que tuviera conocimiento de la comisión de algún tipo de
acoso, tendrá la obligación de ponerlo en conocimiento de su autoridad superior quien
actuará de oficio ante dichas faltas. El incumplimiento de dicha puesta en conocimiento
tendrá la consideración de falta disciplinaria”.

Tres. El artículo 40 queda redactado de la siguiente forma

“Artículo 40: Formas y manifestaciones de violencia machista.

1. A efectos de la presente ley, la violencia machista puede ejercerse en alguna de las
siguientes formas:

a) Violencia física: comprende cualquier acto de fuerza contra el cuerpo de una mujer,
con el resultado o el riesgo de producirle una lesión física o un daño.

b) Violencia psicológica: comprende toda conducta u omisión intencional que produzca
en  una  mujer  una  desvaloración  o  un  sufrimiento,  mediante  amenazas,  humillación,
vejaciones, exigencia de obediencia o sumisión, coerción verbal, insultos, aislamiento o
cualquier otra limitación de su ámbito de libertad.

c) Violencia sexual y abusos sexuales: comprende cualquier acto de naturaleza sexual
no consentido  por  las  mujeres,  incluida  la  exhibición,  la  observación  y  la  imposición,
mediante  violencia,  intimidación,  prevalencia  o  manipulación  emocional,  de  relaciones
sexuales, con independencia de que la persona agresora pueda tener con las mujeres
una relación conyugal, de pareja, afectiva o de parentesco.

d)  Violencia  económica:  consiste  en  la  privación  intencionada  de  recursos  para  el
bienestar  físico  o  psicológico  de  una  mujer  y,  si  procede,  de  sus  hijas  o  hijos,  y  la
limitación en la disposición de los recursos propios o compartidos en el ámbito familiar o
de pareja.

2. A los efectos de esta ley se consideran manifestaciones de la violencia contra las
mujeres, entre otras, y sin que ello suponga una limitación de la definición de las formas
de violencia contemplada en el apartado anterior, las siguientes:

a)  Violencia  en  la  pareja  o  expareja;  violencia  consistente  en  la  violencia  física,
psicológica,  económica o sexual  incluida su repercusión en los niños y las niñas que
conviven en el entorno violento.

b)  Violencia  sexual:  la  violencia  sexual  contra  mujeres  y  niñas  incluye  la  agresión
sexual, el abuso sexual, y el acoso sexual.

c) Violencia en el ámbito laboral: Consistente en la violencia física, sexual o psicológica
que puede producirse en el centro de trabajo y durante la jornada laboral, o fuera del
centro de trabajo y del horario laboral si tiene relación con el trabajo, y que puede adoptar
dos tipologías:

c.1.  Acoso  por  razón  de  género:  lo  constituye  un  comportamiento  discriminatorio
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relacionado con el sexo de una persona en ocasión del acceso al trabajo remunerado, la
promoción en el puesto de trabajo, el empleo o la formación, que tenga como propósito o
produzca el efecto de atentar contra la dignidad de las mujeres y crearles un entorno
intimidatorio, hostil, degradante, humillante u ofensivo.

c.2. Acoso sexual: lo constituye cualquier comportamiento verbal, no verbal o físico no
deseado  de  índole  sexual  a  favor  propio  o  de  terceros, que  tenga  como  objetivo  o
produzca  el  efecto  de  atentar  contra  la  dignidad  de  una  mujer  o  crearle  un  entorno
intimidatorio, hostil, degradante, humillante, ofensivo o molesto.

d)  La  trata  de  mujeres  y  niñas:  la  captación,  trasporte,  traslado,  acogimiento  o
recepción de mujeres o niñas, incluido el intercambio o la transferencia de control sobre
estas personas, por medio de amenazas o uso de la fuerza u otras formas de coacción, el
rapto, el fraude, el engaño, el abuso de poder o situación de vulnerabilidad, o mediante la
entrega o recepción de pagos o beneficios para obtener el consentimiento de una persona
que posea el control sobre las mujeres o niñas, con la finalidad de explotación sexual,
laboral o matrimonio servil.

e) Explotación sexual: la obtención de beneficios financieros o de otra índole mediante
la  utilización  de violencia,  la  intimidación,  el  engaño o  el  abuso  de una situación  de
superioridad  o  de  vulnerabilidad  de  mujeres  en  el  ejercicio  de  la  prostitución,  la
servidumbre sexual u otros tipos de servicios sexuales, incluidos actos pornográficos o la
producción de material pornográfico.

f) Violencia contra los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres, entendiendo
por tales la práctica de un aborto a una mujer sin su consentimiento previo e informado,
así como el hecho de practicar una intervención quirúrgica que tenga por objeto poner fin
a la  capacidad de una mujer  de reproducirse de forma natural  sin  su consentimiento
previo e informado o sin su entendimiento del procedimiento.

g) Matrimonio a edad temprana, matrimonio concertado o forzado: un matrimonio en el
que no ha existido un consentimiento libre y pleno para su celebración, bien porque ha
sido fruto de un acuerdo entre terceras personas, ajeno a la voluntad de las mujeres, bien
porque  se  celebra  bajo  condiciones  de  intimidación  o  violencia  o  porque  no  se  ha
alcanzado la edad prevista legalmente para otorgar dicho consentimiento.

h) Mutilación genital femenina: incluye cualquier procedimiento que implique o pueda
implicar una eliminación total o parcial de los genitales femeninos o produzca lesiones en
los mismos, aunque exista consentimiento expreso o tácito de las mujeres, así como el
hecho de incitar u obligar a una mujer a someterse a cualquier de los actos anteriormente
descritos de proporcionarle los medios para dicho fin.

i) Feminicidio: Los homicidios cometidos en el ámbito de la pareja o expareja, así como
otros crímenes que revelan que la base de la violencia es la discriminación por motivos de
género, entendiendo por tales el asesinato vinculado a la violencia sexual, el asesinato en
el ámbito de la prostitución y la trata de mujeres, los asesinatos por motivos de honor, el
infanticidio de niñas y las muertes por motivos de dote.

j) Así como cualquier otra forma de violencia que lesione o sea susceptible de lesionar
la dignidad, la integridad o la libertad de las mujeres que se halle prevista en los tratados
internacionales, en el Código Penal español o en la normativa estatal.

3. La violencia machista puede ejercerse de forma puntual o de forma reiterada”.
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Disposición final única. Entrada en vigor.

La presente ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el Boletín Oficial de  la
Región de Murcia.

SECCIÓN “A”, TEXTOS APROBADOS
2. Mociones o proposiciones no de ley

PRESIDENCIA DE LA ASAMBLEA
REGIONAL DE MURCIA

Orden de publicación

Aprobadas  por  el  Pleno  de  la  Cámara,  en  reunión  celebrada  el  día  26  de  mayo,
mociones  “sobre  adhesión  a  un  convenio  con  el  Cuerpo  General  de  Gestores
Administrativos  de España sobre  representación  en los  procedimientos  administrativos”,
“sobre estudio y puesta en marcha de medidas relativas a sustitución de médicos, horarios
de apertura consultorios y urgencias en período estival, tasas de reposición, para garantizar
la  asistencia  sanitaria  en  Atención  Primaria”,  “sobre  impulso  para  la  implantación  del
"Bachillerato Industrial" en centros de la región” y “sobre inicio de los trámites necesarios
para la remodelación de la carretera Yecla-Fuente Álamo RM-404”; y aprobadas también por
el propio órgano en reunión del día de la fecha mociones “sobre gestiones para conseguir la
declaración del Carnaval de Cabezo de Torres como Fiesta de Interés Turístico Nacional”,
“sobre puesta en marcha del Plan de Cooperación a las Obras y Servicios de competencia
municipal  de  2016  para  municipios  menores  de  50.000  habitantes”,  “sobre  la  pronta
liberación  de  los  presos  políticos  en  la  República  Bolivariana  de  Venezuela”  y  “sobre
condena y rechazo a las manifestaciones de enaltecimiento de Arnaldo Otegui y apoyo a las
víctimas del terrorismo”; aprobada asimismo por la Comisión de Sanidad y Asuntos Sociales,
en reunión celebrada el día 31 de mayo, moción “sobre evaluación de impacto y evaluación
de los planes en materia de igualdad y prevención de violencia machista”; y aprobadas
igualmente por la Comisión de Educación y Cultura, en reunión celebrada el día 1 de junio,
mociones  “sobre  mejora,  reforma  y  ampliación  del  CEIP  Antonio  Molina  González,  de
Blanca, dentro de la Estrategia para mejora y reforma de centros educativos” y  “sobre la
reactivación  de  la  actividad  de  la  Orquesta  de  Jóvenes  de  la  Región”,  se  ordena  su
publicación en el Boletín Oficial de la Asamblea Regional.

 
Cartagena, 2 de junio de 2016 

LA PRESIDENTA,
Rosa Peñalver Pérez

MOCIÓN  SOBRE  ADHESIÓN  A UN  CONVENIO  CON  EL  CUERPO  GENERAL  DE
GESTORES ADMINISTRATIVOS DE ESPAÑA SOBRE REPRESENTACIÓN EN LOS
PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS

La Asamblea Regional de Murcia insta al Consejo de Gobierno para su adhesión al
Convenio de Colaboración con el Cuerpo General de Gestores Administrativos de España
sobre representación en los procedimientos administrativos y comunicación electrónica
entre Administración y ciudadanos.
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MOCIÓN  SOBRE ESTUDIO Y PUESTA EN MARCHA DE MEDIDAS RELATIVAS A
SUSTITUCIÓN  DE  MÉDICOS,  HORARIOS  DE  APERTURA  CONSULTORIOS  Y
URGENCIAS EN PERÍODO ESTIVAL, TASAS DE REPOSICIÓN, PARA GARANTIZAR
LA ASISTENCIA SANITARIA EN ATENCIÓN PRIMARIA

La Asamblea de la Región de Murcia insta al Consejo de Gobierno, y en particular a la
Consejería  de  Sanidad  a  que  estudie  y  tome  en  consideración  la  posible  puesta  en
marcha de las siguientes medidas:

1.  Asegurar  la  sustitución de médicos de familia  en caso de incapacidad temporal,
periodo de vacaciones o solicitud de días de libre disposición, y evitar que los cupos de
cada médico de familia sean asumidos por otro médico en plantilla del centro de salud
siempre que exista personal facultativo en la bolsa de trabajo.

2. Garantizar el mantenimiento de los servicios en los centros de salud y puertas de
urgencias en el período estival, asegurando así una asistencia de calidad a los usuarios.

3. Publicar las tasas de reposición de profesionales jubilados en Atención Primaria de
Salud desde el año 2009.

4. Asegurar que las tasas de reposición de profesionales en los próximos años será de
1:1.

5. Dejar constancia de las órdenes e instrucciones que dictamine la Gerencia a las
distintas Áreas y a los Coordinadores de cada Centro de Salud en relación a temas de
ámbito laboral, acordes a lo establecido en la ley.

6. Estudio de la situación actual y alternativas para la época estival siempre con el
objetivo de mejorar  la  atención,  reducir  riesgos y errores derivados de la escasez de
tiempo y efectivos. Y todo ello con la participación de los Consejos de Salud y de los
propios equipos.

Así mismo, la Asamblea Regional de Murcia insta al Gobierno Regional, y en particular
a la Consejería de Sanidad, a que estudie y tome en consideración la posible puesta en
marcha de un Plan de Recursos Humanos en el Servicio Murciano de Salud que incluya,
al menos, las siguientes medidas:

Realizar  una  asignación  más  eficiente  de  los  recursos  humanos,  atendiendo  a  los
niveles de demanda.

Contribuir a la creación de empleo mediante la renovación de las plantillas, sin perjuicio
de los derechos del  personal  que ya se encuentra vinculado al  Servicio  Murciano de
Salud.

Comprometer  a  los  trabajadores  con  la  mejora  de  la  calidad  asistencial,  mediante
medidas que promuevan su motivación.

Fomentar  una  organización  que  supere  los  problemas  de  coordinación  entre  los
distintos niveles.

Impulsar los procesos de mejora continua y uso eficiente de los recursos.
Promover  la  participación  de  los  ciudadanos  en  los  procesos  que  afecten  a  sus

derechos.
Ampliar los procesos de transparencia relacionados con salud.

MOCIÓN  SOBRE  IMPULSO  PARA  LA  IMPLANTACIÓN  DEL  "BACHILLERATO
INDUSTRIAL" EN CENTROS DE LA REGIÓN

La Asamblea Regional de Murcia insta al Consejo de Gobierno a:
Impulsar  paulatinamente  en  los  centros  de  la  Región,  que  así  lo  soliciten,  la

implantación  del  denominado  “Bachillerato  de  Ingeniería”,  de  manera  que  todos  los
estudiantes de la Región interesados en los estudios de los distintos Grados de Ingeniería
puedan acceder a los mismos en igualdad de formación independientemente del centro
donde cursen su bachillerato.

Utilizar este próximo curso 2016/17 para monitorizar dicha experiencia piloto a través e
una Comisión Mixta Consejería-Universidades, que concluya con un informe de mejoras y
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propuestas para la extensión de este itinerario idóneo en Ingeniería a otros centros que lo
deseen ya para el curso académico 2017/18.

Impulsar los acuerdos previstos en la moción 9L/MOCC-0175 sobre modificación de los
currículos.

MOCIÓN  SOBRE  INICIO  DE  LOS  TRÁMITES  NECESARIOS  PARA  LA
REMODELACIÓN DE LA CARRETERA YECLA-FUENTE ÁLAMO RM-404

La Asamblea Regional de Murcia insta al Consejo de Gobierno para que, con carácter
de urgencia, inicie los trámites necesarios para la remodelación de la carretera Yecla-
Fuente Álamo RM-404.

MOCIÓN  SOBRE  GESTIONES  PARA  CONSEGUIR  LA  DECLARACIÓN  DEL
CARNAVAL  DE  CABEZO  DE  TORRES  COMO  FIESTA DE  INTERÉS  TURÍSTICO
NACIONAL

La Asamblea Regional de Murcia manifiesta su apoyo al Ayuntamiento de Murcia y a la
Asociación de Carnaval de Cabezo de Torres “Supercomisión” en la tramitación para la
consecución de la declaración del Carnaval de Cabezo de Torres como Fiesta de Interés
Turístico Nacional.

La Asamblea Regional insta al Consejo de Gobierno para que realice, con la máxima
celeridad posible, cuantas gestiones y trámites sean necesarios para conseguir que el
Carnaval de Cabezo de Torres sea declarado Fiesta de interés Turístico Nacional.

MOCIÓN  SOBRE  PUESTA EN  MARCHA  DEL  PLAN  DE  COOPERACIÓN  A  LAS
OBRAS Y SERVICIOS DE COMPETENCIA MUNICIPAL DE 2016 PARA MUNICIPIOS
MENORES DE 50.000 HABITANTES

La Asamblea Regional de Murcia insta al Consejo de Gobierno a poner en marcha el
Plan de Cooperación a las Obras y Servicios de Competencia Municipal de 2016 para
municipios de menos de 50.000 habitantes, y comunique a los ayuntamientos la dotación
que les corresponde con arreglo al  presupuesto en vigor aprobado y el  calendario de
actuaciones previstas.

MOCIÓN SOBRE LA PRONTA LIBERACIÓN DE LOS PRESOS POLÍTICOS EN LA
REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA

La  Asamblea  Regional  de  Murcia  expresa  su  solidaridad  con  los  ciudadanos  de
Venezuela y su preocupación por la situación económica, social  y política que vive la
República Bolivariana de Venezuela, reiterando su solicitud al Gobierno de la República
Bolivariana de Venezuela de que se garanticen las libertades, los principios democráticos
y la defensa de los derechos humanos y el pleno respeto al Estado de Derecho.

La Asamblea Regional de Murcia acuerda manifestar su apoyo a todas las medidas
que, desde el conjunto de las instituciones españolas, en el marco de la Unión Europea,
desde los organismos internacionales en los que España tiene representación y ante el
propio Gobierno de Nicolás Maduro, culminen con la inmediata liberación del líder del
partido   Voluntad Popular, Leopoldo López, y de los demás presos que   permanecen
encarcelados en Venezuela por causas políticas.

La Asamblea Regional de Murcia reafirma su convicción de que la actual existencia de
presos  políticos  en  la  República  Bolivariana  de  Venezuela  es  incompatible  con  la
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existencia  de  un  régimen  democrático.  Por  ello,  expresa,  en  consonancia  con  el
pronunciamiento de la Oficina del  Alto Comisionado para la Defensa de los Derechos
Humanos de las Naciones Unidas,  su profunda preocupación por  el  fallo  del  Tribunal
Supremo de Justicia de Venezuela que declara de forma contraria a todos los informes
internacionales favorables de la ONU, la inconstitucionalidad de la Ley de Amnistía.

La Asamblea Regional de Murcia manifiesta su convencimiento de que solo desde el
diálogo basado en el sincero reconocimiento mutuo de los distintos actores políticos y de
las distintas instituciones de la República Bolivariana de Venezuela, de sus competencias,
atribuciones y poderes, se podrá garantizar un clima de paz y ausencia de violencia que
permita iniciar el camino para conseguir la paz social y la estabilidad política e institucional
que se requiere con urgencia para resolver la grave crisis por la que atraviesa Venezuela.

MOCIÓN  SOBRE  CONDENA  Y  RECHAZO  A  LAS  MANIFESTACIONES  DE
ENALTECIMIENTO  DE  ARNALDO  OTEGI  Y  APOYO  A  LAS  VÍCTIMAS  DEL
TERRORISMO

La Asamblea Regional de Murcia acuerda:

Condenar la trayectoria antidemocrática de Arnaldo Otegi y expresar su solidaridad con
las víctimas que durante años han sufrido los efectos de los actos violentos de la banda
terrorista ETA.

De  igual  forma,  expresa  su  rechazo  más  absoluto  a  las  manifestaciones  de
enaltecimiento a la figura de Arnaldo Otegi, formuladas con ocasión de su reciente salida
de la cárcel, en las que se le considera un preso político.

MOCIÓN SOBRE MEJORA, REFORMA Y AMPLIACIÓN DEL CEIP ANTONIO MOLINA
GONZÁLEZ,  DE  BLANCA,  DENTRO  DE  LA  ESTRATEGIA  PARA  LA  MEJORA  Y
REFORMA DE LOS CENTROS EDUCATIVOS

La Asamblea Regional de Murcia insta al Consejo de  Gobierno a:

- Dentro de la Estrategia para la mejora y reforma de los centros educativos, llevar a
cabo la mejora, reforma y ampliación del Centro de Educación Infantil y Primaria Antonio
Molina González, de Blanca.

- Elaborar un Plan Trienal de Infraestructuras y Equipamiento Educativo, así como su
renovación en años sucesivos, basado en una propuesta realista, minuciosa y planificada,
en el que aparezca una clasificación de los centros educativos de la Región de Murcia, en
base  a  las  necesidades  reales  de  cada  centro,  de  acuerdo  con  las  demandas  y
aportaciones de todos los ayuntamientos, asociaciones de madres y padres de alumnos y
alumnas,  así  como equipos directivos de los colegios e institutos de la  Región y que
atienda las demandas justificadas, objetivas y prioritarias de los centros educativos.

- Hacer pública la relación de centros educativos seleccionados dentro del Plan Trienal
de  Infraestructuras  y  Equipamiento  Educativo,  atendiendo  a  los  compromisos  de
transparencia y buen gobierno, evitando con ello que las inversiones en nuestros centros
no se conviertan en aleatorias y pequen de arbitrariedad.

MOCIÓN  SOBRE  LA  REACTIVACIÓN  DE  LA  ACTIVIDAD  DE  LA  ORQUESTA DE
JÓVENES DE LA REGIÓN

La Asamblea Regional  de Murcia insta al  Consejo de Gobierno para que realice lo
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necesario a fin de reactivar la actividad de la Orquesta de Jóvenes de la Región de Murcia
(OJRM)  en  los  mismos  términos  o  condiciones  de  funcionamiento  que  antes  de  su
paralización.

MOCIÓN SOBRE EVALUACIÓN DE IMPACTO Y EVALUACIÓN DE LOS PLANES EN
MATERIA DE IGUALDAD Y PREVENCIÓN DE VIOLENCIA MACHISTA

La Asamblea Regional de Murcia insta al Consejo de Gobierno de la Región de Murcia
a que tome en consideración la posible puesta en marcha de una evaluación de impacto y
evaluación de todos los planes, programas, servicios en materia de igualdad y prevención
de violencia machista dependientes de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.
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